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Auto Nro.                 AI-115 
Proceso:  Ejecutivo 
Demandante:  Cuantum Soluciones Financieras S.A 
Demandado:  Ivanagro S.A.S 
Radicado:  05001 31 03 002 2019 00567 01. 
Asunto:  Resuelve Súplica  

 
 

TTRRIIBBUUNNAALL  SSUUPPEERRIIOORR  

DDIISSTTRRIITTOO  JJUUDDIICCIIAALL  DDEE  MMEEDDEELLLLÍÍNN  

SSAALLAA  DDUUAALL  DDEE  DDEECCIISSIIÓÓNN  CCIIVVIILL  

 

             Medellín, Tres (03) de Noviembre del dos mil veintiuno (2021) 

 

Por escrito presentado en término, fue formulado el 

recurso de súplica, por el apoderado judicial que representa los intereses 

de la parte demandada al interior del proceso de la referencia, en contra 

del auto proferido el día treinta (30) de julio del año en curso, por el H. 

Magistrado Juan Carlos Sosa Londoño, en el trámite del recurso de 

apelación propuesto por éste en contra de la sentencia de fecha 29 de 

abril del 2021, por medio del cual el Juzgado Segundo Civil del Circuito 

de Medellín denegó las excepciones formuladas en el proceso ejecutivo 

que se adelantó en contra de su poderdante. 

 

ANTECEDENTES 

 

1.- En suerte, correspondió al Juzgado Segundo Civil del 

Circuito de Medellín, el conocimiento de la acción incoada, mediante 

apoderado judicial, por la Sociedad Cuantum Soluciones Financieras S.A, 

para que, previo agotamiento de los ritos del procedimiento ejecutivo a, 

se ordene a la empresa demandada Ivanagro S.A pagar a favor de las 

demandantes la suma de cuatro mil ciento cinco millones trescientos diez 

mil pesos ($4.105.310.000) contenidos en las facturas No 198, 203,218, 

219, 220, 223, 234, 235, 238, 241 y 242 

 

2. Una vez superadas las etapas preliminares de 

integración del contradictorio y de exteriorización de los medios de 

defensa formulados con miras a enervar las pretensiones de la acción, 

por sentencia del 29 de abril del 2021, el Juzgado Segundo Civil del 
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Circuito de Medellín declaró impróspera las 

excepciones formuladas y se ordenó seguir 

adelante la ejecución a favor de la parte demandante. 

 

En contra de aquella determinación, fue formulado el 

recurso de apelación por el apoderado judicial del demandado, pues en 

su sentir las facturas cambiarias no cumplen los requisitos para ser títulos 

valores porque carecen de la firma del emisor y aceptación, no fue 

probado el negocio causal y el demandante no es un tenedor de buena fe 

exenta de culpa; recurso que, una vez surtido el trámite de rigor, por 

encontrarlo procedente la Iudex, concedió el recurso vertical. 

 

Una vez recibidas las diligencias en esta Corporación 

Judicial y, sometido su conocimiento a las reglas de reparto, la cognición 

del asunto correspondió al Dr. Juan Carlos Sosa Londoño, quien, 

efectuando el estudio de admisibilidad, en auto del pasado 24 de junio 

requirió a la parte apelante para que presentara la sustentación del 

recurso de apelación, dentro de la oportunidad prevista en el Decreto 806 

del 2021. 

 

Durante el transcurso del anterior término, el apoderado 

allegó escrito peticionando que se decretara como prueba la exhibición 

de los extractos bancarios o soportes de pago anticipados realizados a 

Gestión Grupo de Expertos en Gestión e Innovación S.A.S, así como los 

libros contables para probar la existencia de los créditos que adquirieron, 

ello porque la parte demandante no demostró la existencia real del 

contrato de factoring y  sólo hasta el momento en que se surtió el 

interrogatorio de parte se logró vislumbrar la inexistencia de los 

desembolsos que hoy reclama la ejecutante, empero, en providencia del 

30 de julio del 2021 el Magistrado ponente, denegó la petición, bajo el 

argumento que la exhibición pretendida no reúne los presupuestos 

establecidos en los numerales 2 y 3 del articulo 327 del C.G.P, pues no 

fueron solicitadas en primera instancia y tampoco la solicitud probatoria 

versa sobre hechos ocurridos después de transcurrida la oportunidad 

para pedir pruebas, o en su defecto que no hubiesen podido ser 

aportados al proceso por fuerza mayor o caso fortuito. 
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LA SÚPLICA 

 

    Por encontrar divergencia la parte demandada -

apelante-, fue empleado el recurso de súplica en contra del auto 

reseñado en precedencia, con apego, básicamente, a las 

argumentaciones empleadas en la petición de pruebas, adicionando que, 

la solicitud probatoria es procedente porque para el momento en que el 

representante legal de la ejecutante absolvió el interrogatorio de parte ya 

había fenecido la oportunidad para pedir pruebas en primera instancia y 

la omisión de esa información en la demanda, es culpa exclusiva de la 

aparte contraria, pues sólo hasta ese momento en que se absolvió el 

mismo surgió la necesidad de demostrar los desembolsos de las 

supuestas operaciones tipo factoring las que reprocha que no existieron.  

 

CONSIDERACIONES 

 

1.- Dispone el artículo 331 del Código General del 

Proceso que, el recurso de súplica, “…procede contra los autos que por su 

naturaleza serían apelables, dictados por el Magistrado sustanciador en el 

curso de la segunda o única instancia, o durante el trámite de la apelación de un 

auto. También procede contra el auto que resuelve sobre la admisión del recurso 

de apelación o casación y contra los autos que en el trámite de los recursos 

extraordinarios de casación o revisión profiera el magistrado sustanciador y que 

por su naturaleza hubieran sido susceptibles de apelación.”. Siendo competente 

para el trámite de este, conforme con el artículo 332 del C.G.P., el 

“…magistrado que sigue en turno al que dictó la providencia, quien actuará como 

ponente para resolver. Les corresponderá a los demás magistrados que integran la 

sala decidir el recurso de súplica.” 

 

2.- En observancia de lo contemplado por estas 

normas, lo primero que corresponde auscultar, de cara a la procedencia 

del recurso, es el carácter de apelable o no de la providencia dictada por 

el Dr. Juan Carlos Sosa Londoño, cometido para el cual es suficiente 

remitirnos a lo dicho por el artículo que pasa de citarse, mismo que, de 
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manera concreta, contempla su procedencia 

respecto del auto que “,“…procede contra los autos 

que por su naturaleza serían apelables, dictados por el Magistrado 

sustanciador en el curso de la segunda o única instancia”.  

 

De lo pretéritamente advertido, refulge palmaria la 

procedencia del recurso de súplica, por cuanto el Magistrado 

Sustanciador denegó el decreto de unas pruebas solicitadas en segunda 

instancia, encajando, por tanto, dentro de las situaciones fácticas pasibles 

de ser variadas por la senda del recurso de súplica.  

 

3.- Caso concreto: Iniciemos precisando que, como 

pasará a exponerse en la forma que sigue, el auto objeto de súplica será 

confirmado, ello, en armonía con las consideraciones que a continuación 

se efectúan. 

 

3.1 En primer lugar y, por cuanto nos enfrentamos a 

un asunto eminentemente taxativo, debemos remitirnos al cúmulo de 

circunstancias que el legislador, en su libertad de configuración 

legislativa, contempló la facultad oficiosa de decretar pruebas, disciplina 

legal que encuentra recibo en el artículo 327 del Código General del 

Proceso, veamos:  

 

“Sin perjuicio de la facultad oficiosa de decretar pruebas, cuando se 

trate de apelación de sentencia, dentro del término de ejecutoria del 

auto que admite la apelación, las partes podrán pedir la práctica de 

pruebas y el juez las decretará únicamente en los siguientes casos: 

 

1. Cuando las partes las pidan de común acuerdo. 

 

2. Cuando decretadas en primera instancia, se dejaron de practicar sin 

culpa de la parte que las pidió. 

 

3. Cuando versen sobre hechos ocurridos después de transcurrida la 

oportunidad para pedir pruebas en primera instancia, pero solamente 

para demostrarlos o desvirtuarlos. 

 

4. Cuando se trate de documentos que no pudieron aducirse en la 

primera instancia por fuerza mayor o caso fortuito, o por obra de la 

parte contraria. 
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5. Si con ellas se persigue desvirtuar los 

documentos de que trata el ordinal anterior. 

 

Con apego a la anterior disposición normativa y, sin 

resquicio de duda, debe dejarse en claro que, el criterio instrumentalizado 

por el Dr. Juan Carlos Sosa Londoño para rechazar las pruebas 

pretendidas en segunda instancia,  encuentra eco en la Sala Dual, ya que 

de ninguna manera es viable adoptar la interpretación pretendida por la 

parte apelante, lo anterior, por cuanto el numeral de la norma procesal a 

estudio, es de tal claror, que cierra el paso a interpretaciones diversas, 

restringiendo la solicitud de los medios probatorios en segunda instancia, 

exclusivamente, sí se comprueban los supuestos establecidos en el 

articulo 327 del C.G.P, en este caso, los previstos en el numeral 3 y 4 de 

la normativa en comento, los que como advirtió preliminarmente el 

magistrado acusado, no se reúne. 

 

De suerte que, independientemente del análisis de su 

conducencia, pertinencia o utilidad de la prueba en si misma considerada, 

los condicionamientos a que se contrae la norma referenciada 

constituyen un insoslayable valladar, no solo para la parte interesada en 

el decreto de la prueba, sino para el funcionario al momento de 

pronunciarse si la decreta o no, como que, de no haber una 

correspondencia entre la prueba pedida en sede de apelación de 

sentencia y esos únicos casos en que ella es procedente, conforme viene 

de verse, la negativa de su decreto, se impone 

 

Obsérvese que el recurrente pretende desviar la 

atención al indicar que la prueba de exhibición de los documentos que 

contiene los libros contables y los extractos bancarios o soportes de pago 

son necesarios porque sólo hasta el momento en que se surtió el 

interrogatorio de parte dedujo que eran importantes para contrarrestar la 

existencia o no del contrato de factoring, sin embargo, dicha circunstancia 

no puede entenderse como la configuración de un hecho que ocurrió 

después de la oportunidad procesal para pedir pruebas o en su defecto 

que se trate de una fuerza mayor o caso fortuito, porque, desde el 

momento en que ejercitó la acción de contradicción siempre fue enfática 
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en señalar la falta de diligencia por parte de la 

ejecutante al subrogarse en la acción de cobro 

de las facturas cambiaras, por lo tanto, no podía resultarle sorpresiva la 

afirmación de la representante legal de cara a la realización del 

desembolso de los dineros con ocasión al contrato de factoring, pues 

desde un principio siempre manifestó que la demandante no cumplió con 

sus deberes legales como factora, por lo tanto,  en aquella oportunidad 

debió solicitar los documentos objetos de exhibición para probar sí 

efectivamente la entidad desembolsó o no los dineros objeto de recaudo 

en los títulos valores, y así desnaturalizar la calidad de tenedor exenta de 

culpa. 

 

Colofón de lo expuesto, la decisión a tomar será la de 

confirmar el auto proferido el día 24 de junio por el Dr. Juan Carlos Sosa 

Londoño, pero atendiendo a las razones que pasan de exponerse. 

 

De esta manera, y por las razones expuestas el 

Tribunal Superior de Medellín, en Sala Dual de Decisión Civil, 

 

RESUELVE: 

  

PRIMERO-. Confirmar el auto objeto de súplica 

proferido por el H. Magistrado Juan Carlos Sosa Londoño, el pasado 24 

de junio, de conformidad con las razones expuestas en la presente 

providencia. 

 

SEGUNDO-. Se ordena la devolución del expediente 

por secretaría al Despacho del Doctor Juan Carlos Sosa Londoño para 

que si lo estima procedente tramite y decida la presente petición como un 

recurso de reposición. 

NOTIFÍQUESE 
 
 
 
 

JULIÁN VALENCIA CASTAÑO 
Magistrado 
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PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

Magistrada  

 

      

     

  


